
El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Auto  – 2ª instancia – 11 de mayo 2018
Proceso:


Liquidación Sociedad Conyugal
Radicación Nro. :

66001-31-10-003-2016-00488-02
Demandante (s): 

Luz Amalia Castaño Bedoya
Demandado(s):

Álvaro Henao Monsalve.
Magistrada Ponente:
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas: 


LIQUIDACIÓN SOCIEDAD CONYUGAL / OBJECIÓN DE INVENTARIOS / VENTA DE BIEN INMUEBLE EN VIGENCIA DE LA SOCIEDAD CONYUGAL NO ES RECOMPENSA / CONFIRMA-  Se ha entendido pues que el fundamento jurídico de las recompensas radica en el principio que prohíbe a una persona enriquecerse a expensas de otra, pero aquella figura está plenamente reglada en el Libro 4º, título 22 del Código Civil, de manera que ante la existencia de alguna, ha de hallarse su fundamento en esas disposiciones, que en virtud de aquella regla  permite que en la diligencia de inventarios y avalúos se incluyan algunas compensaciones, como cuando se destinan activos de la sociedad para cancelar obligaciones propias de uno de los cónyuges, o  cuando se utilizan bienes de propiedad exclusiva de uno de los esposos para pagar deudas de la sociedad. Así se garantizan los objetivos que justifican su consagración en el Código Civil.

Está inconforme el apoderado judicial de la parte demandada con la decisión adoptada por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, por medio de la cual se resolvieron las objeciones a la diligencia de inventarios y avalúos, porque no se incluyó como recompensa la suma de $81.000.000, producto de la venta de un inmueble social, que realizó la demandante en vigencia de esa  comunidad, aunque ya se había demandado el divorcio, y porque el dinero producto de la negociación no fue invertido en la sociedad conyugal
(…)

Surge de esas pruebas que la señora  Luz Amalia Castaño Bedoya adquirió y vendió el inmueble de que se trata en vigencia de la sociedad conyugal que tenía conformada con el señor Álvaro Henao Monsalve; por tanto, como lo hizo en ejercicio de la libre administración que de ellos autoriza el artículo 1º de la ley 28 de 1932, el producto de la venta no se convierte en una compensación porque las normas que rigen lo relacionado con el tema, no lo consagran como tal. 

Otra situación sería la de haber denunciado la suma de dinero de que se trata como un activo de la sociedad, en caso de que aún se conservara en poder de alguno de los esposos, pero así no fue como se hizo la respectiva denuncia.

El hecho de que la venta se haya producido cuando estaba en curso el proceso de divorcio, no limita la facultad que tenía la demandante de enajenar el bien, como lo aduce el recurrente, salvo el evento de que se hubiese afectado con alguna medida que permitiera conservar los gananciales, lo que en este caso no ocurrió.

La doctrina que cita el apoderado del demandado al sustentar el medio de impugnación que se decide no tiene aplicación en este caso concreto, en el que no se enajenó un bien de propiedad exclusiva de uno de los cónyuges. En ese evento, sí debe la sociedad una recompensa al marido o a la mujer, que resultó empobrecido, cuando el producto de la venta a ella ingresó, tal como lo prevé el artículo 1797 del Código Civil.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL- FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, mayo once (11) de dos mil dieciocho (2018)

Expediente 66001-31-10-003-2016-00488-02
Se decide por medio de esta providencia el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial del señor Álvaro Henao Monsalve frente al auto proferido por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el 27 de noviembre de 2017, en el proceso de liquidación de sociedad conyugal promovido por Luz Amalia Castaño Bedoya contra el impugnante.

A N T E C E D E N T E S
1. En la referida providencia se resolvieron las objeciones propuestas por las partes a la diligencia de inventarios y avalúos, las que se declararon parcialmente probadas; se determinó la forma como quedaban integrados y se les dio aprobación.

2. Para lo que al caso interesa, en ese auto, se ordenó excluir una compensación que por la suma de $81.000.000 denunció el demandado, a favor de la sociedad conyugal y a cargo de la demandante, con motivo de la venta que esta hizo del predio ubicado en la manzana 11, casa 20 de la Urbanización El Poblado, suma que recibió en su totalidad.

Para decidir así, estimó el juzgado que no se demostró que la citada señora deba tal dinero a la sociedad conyugal; que como esta se encontraba vigente, cada uno de los esposos podía disponer de sus bienes y que la suma recibida se destinó en la educación y alimentación de los hijos; además en la compra de un vehículo que se relacionó en el inventario.
3. Inconforme con esa decisión, el apoderado del demandado la apeló. Aduce que de acuerdo con la prueba recaudada en la actuación, el inmueble fue adquirido y vendido por la actora en vigencia de la sociedad conyugal y que su representado no recibió dinero alguno; que de ese bien no podía disponer, porque para la época de la negociación ya se encontraba en curso el proceso de divorcio “por lo tanto ya existía una limitante para ello”. Agregó que el dinero producto de la venta no fue invertido por la actora en la sociedad  conyugal, menos en la crianza de los hijos como lo afirmó, pues de acuerdo con las pruebas, quedó demostrado que su prohijado viene suministrando una cuota de alimentos para la manutención de la cónyuge por valor de $500.000 y de $200.000 para la de cada uno de sus hijos Herney y Andrey Henao Castaño, quienes además reciben un auxilio educativo que les otorga el Municipio de Pereira. Añadió que fue la misma demandante la que afirmó que el dinero de esa venta fue invertido en la crianza de los hijos comunes cuando ya había finalizado la comunidad societaria, por ende, no fueron gastos efectuados durante la vigencia de la sociedad conyugal. Pidió, en consecuencia, se revoque el auto impugnado y se incluya como recompensa a cargo de la esposa y a favor de la sociedad la suma referida.   
CONSIDERACIONES

1. Corresponde a la Sala decidir si ha de formar parte de los inventarios y avalúos, como compensación, a cargo de la cónyuge Luz Amalia Castaño Bedoya y a favor de la sociedad conyugal, la suma de $81.000.000 producto de la venta a que ya se hizo mención.
2. Para empezar, hay que decir que las normas contenidas en el libro 4º, título XXII, capítulos I a IV del Código Civil, permiten la previa celebración de convenciones entre los cónyuges sobre los bienes que aportan a la sociedad y a las concesiones y donaciones que se quieran hacer el uno al otro, de presente o futuro. Si guardan silencio, por ministerio de la ley quedan sometidos al sistema de sociedad conyugal.

Sobre la estructura de la sociedad de bienes descansa todo el sistema económico marital, especialmente en cuanto al tratamiento que reciben los bienes que cada uno de los esposos aporta, los que adquieren con posterioridad, su administración, disposición, régimen contractual, las causales de disolución y el procedimiento para su liquidación.

Mientras la sociedad subsiste, se distinguen los bienes de propiedad exclusiva de los cónyuges, en ninguno de los cuales tiene parte la sociedad conyugal y básicamente están constituidos por los bienes raíces en cabeza de cada uno, antes de formalizar la unión, los que se adquieren en vigencia de la unión a título de donación, herencia o legado y todos aquellos que se hubiesen reservado como propios en capitulaciones, y por último, los bienes de la sociedad conyugal que son aquellos que figuran a nombre de uno u otro y que  administran libremente.

Producida la disolución de la sociedad, surge una comunidad formada por los bienes sociales, la que pasa a ser administrada por los comuneros, se consolidan el activo y el pasivo sociales que serán la base para realizar los inventarios y posterior liquidación. 

El artículo 1º de la ley 28 de 1932 dice: “durante el matrimonio cada uno de los cónyuges tiene la libre administración de los bienes que le pertenezcan al momento de contraer matrimonio o que hubiere aportado a él como de los demás que por cualquier causa hubiere adquirido o adquiera; pero a la disolución del matrimonio o en cualquier otro evento en que conforme al código civil deba liquidarse la sociedad conyugal, se considerará que los cónyuges han tenido esa sociedad desde la celebración del matrimonio, y en consecuencia se procederá a su liquidación".

Haciendo referencia a esta disposición, dijo la Corte Suprema de Justicia: 

“… como lo ha pregonado la jurisprudencia de la Corte, una y otra vez, con marcada insistencia y sin desatender el espíritu de la norma, la sociedad conyugal está en una situación de “latencia”, que sólo a su disolución deviene en una “realidad jurídica incontrovertible”. 

Por lo mismo es que mientras no se haya disuelto, “ni el marido tiene derecho sobre los bienes de la sociedad manejados por la mujer, ni ésta tampoco sobre los bienes de la sociedad manejados por aquél”, generándose una “doble administración de los bienes, cuyo carácter de sociales no viene a revelarse ante terceros sino al disolverse la sociedad” (CSJ SC de 20 de octubre de 1937, reiterada 18 de abril de 1939, 25 de abril de 1991, 5 de septiembre de 2001 y 19 de mayo de 2004, Rad. 7145, entre otras). 
Así las cosas, en el régimen económico del matrimonio vigente hoy en día en Colombia, descrito en los citados términos por el ordenamiento e interpretado uniforme y repetidamente por la Corte, no cabe un control o escrutinio permanente que uno de los esposos pretenda realizar sobre los actos negociales del otro, dado que una petición de cuentas o una rendición de las mismas, resultaría ajena a la que por esencia es “libre administración”, o como se dijo en conocida sentencia de esta Corporación, “un régimen de tal naturaleza repulsa en principio el control o fiscalización que uno de los cónyuges pretenda ejercer sobre los actos y negocios celebrados por el otro; de no, heriríase de muerte el sistema, porque la independencia estaría condenada a desaparecer sin remedio” (CSJ SC de 15 sep. de 1993, Rad. 3587). 
Desde luego que la “libre administración” se predica de los actos o negocios jurídicos reales, y no de los aparentes o con el propósito de engañar o lesionar los intereses del otro cónyuge…”

De otro lado, las compensaciones o recompensas han sido definidas como créditos que el marido, la esposa o la sociedad pueden reclamarse entre sí en la liquidación de la sociedad conyugal por haber ocurrido desplazamientos patrimoniales o pago de obligaciones a favor o en contra de la sociedad o de los cónyuges.

En relación con el tema, dice el Dr. Arturo Valencia Zea
: 

“…Pero existen casos en que la masa de gananciales se acrecienta a expensas de los bienes no gananciales, o los bienes de exclusiva propiedad se enriquecen con los bienes del haber social. La primera hipótesis se presenta cuando el bien que un cónyuge tenía al casarse o el adquirido durante la sociedad a título gratuito, fue vendido y con el precio se adquirió otro, sin haber ocurrido la subrogación legal; la segunda hipótesis se presenta cuando una deuda no social de uno de los cónyuges es pagada con dineros del haber social, como sucede cuando la deuda existente en el momento del matrimonio se cancela durante la sociedad con haberes que han debido entrar al haber social. En el primer caso, el patrimonio exclusivamente propio tendrá derecho a una indemnización en virtud del dinero invertido en acrecentar la masa de gananciales; en el segundo, será la masa común la que deberá indemnizarse en razón de la deuda pagada…”.
Se ha entendido pues que el fundamento jurídico de las recompensas radica en el principio que prohíbe a una persona enriquecerse a expensas de otra, pero aquella figura está plenamente reglada en el Libro 4º, título 22 del Código Civil, de manera que ante la existencia de alguna, ha de hallarse su fundamento en esas disposiciones, que en virtud de aquella regla  permite que en la diligencia de inventarios y avalúos se incluyan algunas compensaciones, como cuando se destinan activos de la sociedad para cancelar obligaciones propias de uno de los cónyuges, o  cuando se utilizan bienes de propiedad exclusiva de uno de los esposos para pagar deudas de la sociedad. Así se garantizan los objetivos que justifican su consagración en el Código Civil.
3. Está inconforme el apoderado judicial de la parte demandada con la decisión adoptada por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, por medio de la cual se resolvieron las objeciones a la diligencia de inventarios y avalúos, porque no se incluyó como recompensa la suma de $81.000.000, producto de la venta de un inmueble social, que realizó la demandante en vigencia de esa  comunidad, aunque ya se había demandado el divorcio, y porque el dinero producto de la negociación no fue invertido en la sociedad conyugal, ni recibió su representado participación alguna.    
4. En el proceso están acreditados los siguientes hechos:  

4.1 Los señores Álvaro Henao Monsalve y Luz Amalia Castaño Bedoya contrajeron matrimonio civil el 25 de agosto de 2005
; luego, el 12 de diciembre de 2009 lo hicieron por el rito católico
; desde aquella primera fecha surgió entre ellos una sociedad conyugal, pues no se demostró que se hubiesen sometido a un régimen patrimonial diferente.

4.2 Esa sociedad terminó el 28 de enero de 2016, con la sentencia de divorcio decretada por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, hecho que se acredita con las notas marginales que aparecen en los registros civiles de matrimonio de las partes
 y en razón a que no se alegó ni probó que hubiese finalizado por otro medio. 

4.3 Mediante escritura pública No. 0667 del 24 de marzo de 2010, otorgada en la Notaría Segunda del Círculo de Pereira, la señora  Luz Amalia Castaño Bedoya adquirió un lote de terreno con la casa en él construida, identificada con el No. 20, de la manzana 11 del Barrio El Poblado de esta ciudad, con matrícula inmobiliaria No. 290-55381 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de la misma ciudad
.
4.4 Por escritura pública No. 114  del  14 de enero de 2016, corrida en la Notaría Tercera del círculo de Pereira, la misma dama transfirió ese bien a los señores María Amparo Bonilla Pulido y José Orlando Castillo Ruge, a título de venta, por la suma de $31.092.000
.  
4.5 Tales negociaciones, se encuentran inscritas en el respectivo folio de matrícula inmobiliaria
.

Surge de esas pruebas que la señora  Luz Amalia Castaño Bedoya adquirió y vendió el inmueble de que se trata en vigencia de la sociedad conyugal que tenía conformada con el señor Álvaro Henao Monsalve; por tanto, como lo hizo en ejercicio de la libre administración que de ellos autoriza el artículo 1º de la ley 28 de 1932, el producto de la venta no se convierte en una compensación porque las normas que rigen lo relacionado con el tema, no lo consagran como tal. 
Otra situación sería la de haber denunciado la suma de dinero de que se trata como un activo de la sociedad, en caso de que aún se conservara en poder de alguno de los esposos, pero así no fue como se hizo la respectiva denuncia.

El hecho de que la venta se haya producido cuando estaba en curso el proceso de divorcio, no limita la facultad que tenía la demandante de enajenar el bien, como lo aduce el recurrente, salvo el evento de que se hubiese afectado con alguna medida que permitiera conservar los gananciales, lo que en este caso no ocurrió.

La doctrina que cita el apoderado del demandado al sustentar el medio de impugnación que se decide no tiene aplicación en este caso concreto, en el que no se enajenó un bien de propiedad exclusiva de uno de los cónyuges. En ese evento, sí debe la sociedad una recompensa al marido o a la mujer, que resultó empobrecido, cuando el producto de la venta a ella ingresó, tal como lo prevé el artículo 1797 del Código Civil.
5. Por esas razones, la Sala no acoge los argumentos del recurrente. 

6. En consecuencia, se confirmará el auto recurrido y se condenará a la parte demandada a pagar las costas causadas en esta instancia, a favor de la demandante, las que serán liquidadas por el juzgado de primera instancia tal como lo manda el artículo 366 del Código General del Proceso, fin para el cual las agencias en derecho se fijarán en la suma de $800.000.

En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, 

R E S U E L V E   

1º.- CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el 27 de noviembre de 2017, en el proceso de liquidación de la sociedad conyugal promovido por Luz Amalia Castaño Bedoya contra Álvaro Henao Monsalve.

2º Costas en esta instancia a cargo de la parte recurrente y a favor de la demandante, las que serán liquidadas por el juzgado de primera instancia, tal como lo manda el artículo 366 del Código General del Proceso, fin para el cual las agencias en derecho se fijan en la suma de $800.000. 

3º Devuélvase el expediente al juzgado de origen.

Notifíquese, 
La Magistrada,

CLAUDIA MARIA ARCÍLA RÍOS





LA PROVIDENCIA ANTERIOR 


SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA 











JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA


S E C R E T A R I O
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